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ABREVIADO nº 38/2018 - P , seguidos a instancia de Dña. Custodia , representada
por el Procurador D. Juan Antonio Aznar Ubieto y defendida por el Letrado D. Carlos
Sanjuán Casamayor, frente al Ayuntamiento de Zaragoza , representado por
Procuradora Dña. Sonia Pilar Salas Sánchez y defendido por el Letrado Municipal,
D. José Luis Espelosín Audera.

Materia: Oferta de Empleo Público del año 2017- Estabilización de empleo
temporal - Plazas de Asistentes Sociales

Cuantía del proceso: Indeterminada superior a 30.000 €

Acto administrativo impugnado:

-Acuerdo del Gobierno de Zaragoza (Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento
de Zaragoza ) de fecha 10 de noviembre de 2017 publicado en el Boletín Oficial de
la Provincia de Zaragoza número 272, de 27 de noviembre de 2017, por el que se
aprobó la Oferta de Empleo Público del año 2017 ; en la parte referida a Asistentes
Sociales (6 plazas).

Expediente administrativo nº NUM000.
ANTECEDENTES DE HECHO

Primero

PRIMERO

En la demanda de PROCEDIMIENTO ABREVIADO presentada de forma
telemática con fecha 26 de enero de 2018, se formuló recurso
contencioso-administrativo por la representación procesal y defensa de Dña.
Custodia, frente al acto administrativo indicado.

Segundo.-

SEGUNDO.-

Mediante decreto se admitió a trámite la demanda, se reclamó el expediente
administrativo y se ordenó el emplazamiento de eventuales interesados,
convocándose a las partes para la celebración de la vista, siguiéndose el
procedimiento previsto en el art. 78 LJCA (RCL 1998, 1741) .

Mediante auto dictado con fecha 19 de marzo de 2018 se denegó la petición de
medidas cautelares formulada mediante otrosí digo de suspensión de la ejecutividad
del acto impugnado.

T ercero.- El día 23 de mayo de 2018, señalado para el acto del juicio,
comparecieron ambas partes, ratificándose la actora en su demanda y contestando
la Administración demandada oponiéndose a la misma.

Recibido el pleito a prueba, se practicaron las pruebas admitidas y declaradas
pertinentes con el resultado que obra en autos (grabado en sistema FIDELIUS):
documental; aportación del expediente.
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U na vez formuladas las conclusiones, quedó el juicio visto para sentencia.

Cuarto.-

CUARTO.-

En la tramitación de este juicio se han observado las prescripciones legales.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.-

PRIMERO.-

Planteamiento del recurso contencioso-administrativo.- El presente proceso tiene
por objeto el recurso contencioso-administrativo formulado por Dña. Custodia frente
al Acuerdo del Gobierno de Zaragoza (Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de
Zaragoza) de fecha 10 de noviembre de 2017 publicado en el Boletín Oficial de la
Provincia de Zaragoza número 272, de 27 de noviembre de 2017, por el que se
aprobó la Oferta de Empleo Público del año 2017; en la parte referida a Asistentes
Sociales (6 plazas).

En el suplico de la demanda se insta por la parte recurrente que se dicte una
sentencia estimatoria de las pretensiones deducidas en el presente escrito, en virtud
de la cual:

&1. Declare no ajustado a derecho, y en consecuencia, anule y deje sin efecto, al
amparo del artículo 48 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre (RCL 2015, 1477) , del
Procedimiento Administrativo Común, el Acuerdo del Gobierno de Zaragoza (Junta
de Gobierno Local del Ayuntamiento de Zaragoza) de fecha 10 de noviembre de
2017 publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza número 272, de 27
de noviembre de 2017, en lo relativo al Anexo V, sobre estabilización de empleo
temporal (EET) de las plazas de Diplomado en Trabajo Social/ Asistente Social por
infringir los artículos 19.Uno.6, párrafos 1 a 6, y artículo 19.Dos, ambos de la ley
3/2017, de 27 de junio (RCL 2017, 839, 1317 y RCL 2018, 574) , de Presupuestos
Generales del Estado. Subsidiariamente, y si considera que debe mantenerse la
estabilización de empleo temporal (EET), de las plazas de Diplomado en Trabajo
Social/ Asistente Social declare no ajustada a derecho, y en consecuencia anule y
deje sin efecto al amparo del artículo 48 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común, la inclusión, en el Anexo V de la OEP 2017
del Ayuntamiento de Zaragoza, de la plaza NUM001, ocupada por Dª. Custodia, por
infringir su inclusión el artículo 19.Uno.6, párrafo 5 de la Ley 3/2017, de 27 de junio
de Presupuestos Generales del Estado.

2 . Declare no ajustado a derecho, y en consecuencia, anule y deje sin efecto, al
amparo del artículo 48 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas , el Acuerdo del Gobierno
de Zaragoza (Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Zaragoza) de fecha 10
de noviembre de 2017 publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza
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número 272, de 27 de noviembre de 2017, en todo lo relativo a la no publicación de
los Anexos VI, 1 y 2 de la OEP 2017.

C on expresa imposición de costas a la demandada caso de oponerse a tan justa
reclamación, y todo ello a los efectos legales y procesales de rigor, en particular, el
artículo 139 de la Ley 29/1998, de 13 de julio (RCL 1998, 1741) , reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA ). Es justo."

Por lo que se refiere al examen de los motivos de impugnación invocados por la
parte recurrente, cabe hacer notar que el orden de análisis de los motivos de
impugnación debe empezar por los motivos formales o referidos al procedimiento
administrativo, y, a continuación, analizar los motivos referidos al fondo del asunto.
Ello puede suponer, en ocasiones, seguir un orden de análisis diferente del que se
plantea por la parte recurrente en la correspondiente demanda.

Segundo.-

SEGUNDO.-

La alegación sobre la publicación defectuosa del acto administrativo impugnado
por no incluir el contenido íntegro de la oferta de empleo público 2017.- La parte
recurrente mantiene que si se examina la publicación efectivamente sólo contiene
los Anexos I, II, III, IV y V de la OEP 2017, sin incluir los Anexos VI.1 y VI.2, que
evidentemente también forman parte de la misma.

El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (RCL 2015, 1695, 1838) ,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado
Público se refiere a la Oferta de Empleo Público de la siguiente forma:

"Artículo 70. Oferta de empleo público.

1. Las necesidades de recursos humanos, con asignación presupuestaria, que
deban proveerse mediante la incorporación de personal de nuevo ingreso serán
objeto de la Oferta de empleo público, o a través de otro instrumento similar de
gestión de la provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la
obligación de convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas
comprometidas y hasta un diez por cien adicional, fijando el plazo máximo para la
convocatoria de los mismos. En todo caso, la ejecución de la oferta de empleo
público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del plazo improrrogable de
tres años.

2. La Oferta de empleo público o instrumento similar, que se aprobará anualmente
por los órganos de Gobierno de las Administraciones Públicas, deberá ser publicada
en el Diario oficial correspondiente.

3. La Oferta de empleo público o instrumento similar podrá contener medidas
derivadas de la planificación de recursos humanos."

Por su parte, el art. 91.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril (RCL 1985, 799, 1372) ,
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reguladora de las Bases del Régimen Local, y 128.1 Real Decreto Legislativo
781/1986, de 18 de abril (RCL 1986, 1238, 2271, 3551) , por el que se aprueba el
texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local,
se remiten en este punto a la legislación básica estatal; es decir, al EBEP.

La Oferta de Empleo Público es un instrumento de programación anual de las
necesidades de personal y de racionalización del empleo público y de los procesos
de selección del personal al servicio de la Administración, en los que deben primar
los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad. Incluye las
necesidades de recursos humanos detectadas y que no pueden ser cubiertas con
los efectivos de personal existentes.

La parte recurrente mantiene que la falta de publicación no es un simple defecto
formal, sino que por el contrario, esa falta de certeza en el contenido de los Anexos
VI.1 y VI.2 de la OEP 2017, impide conocer las consecuencias y alcance sobre los
derechos e intereses legítimos tanto a interesados como a interinos en plazas
incluidas en los procesos de estabilización y consolidación, y a cualquier interesado
en las plazas ofertadas en cualquier otro de los procesos incluidos en la OEP, de tal
forma que tal circunstancia provoca indefensión al desconocer el verdadero alcance
de la OEP lo que vulnera el artículo 24 de la Constitución.

Añade que no es conforme a derecho la decisión municipal de publicar
únicamente los Anexos I a V de la OEP 2017, por lo que el contenido de la
publicación, en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza núm 272 de 27 de
noviembre de 2017, del Acuerdo del Gobierno de Zaragoza de 10 de noviembre de
2017 es incompleto, contraviniendo así los requisitos establecidos en el artículo 45.2
en relación con el artículo 40.2 de la LPACAP (RCL 2015, 1477) al no haber
incluido, los Anexos VI.1 y VI.2 de la OEP 2017.

La publicación es preceptiva, tal y como se indica en el art. 70.2 EBEP. En la
misma línea, el Real Decreto Legislativo 781/1986, dispone la publicación de la
Oferta de Empleo Público (art. 128.1).

Es cierto que en la publicación en el correspondiente Boletín Oficial de la
Provincia de Zaragoza de 27/11/2017 no ha reproducido de forma íntegra el acuerdo
de aprobación de la Oferta de Empleo Público.

También es cierto que aunque consta un enlace en la página web del
Ayuntamiento de Zaragoza respecto de esta parte de la Oferta de Empleo Público,
la realidad es que no se puede acceder y da error [tal y como consta en pantallazo
aportado como documento nº 8 en el acto de juicio por la parte recurrente y lo he
comprobado personalmente].

Aunque por el Sr. Letrado del Ayuntamiento se indicaron una serie de
circunstancias que excluyen, a su juicio, que se pueda incardinar este defecto en el
art. 48.2 Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas, lo cierto es que la falta de publicación de un
instrumento de estas características sí puede provocar indefensión a la hora de
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hacer valer las expectativas que se originan en virtud de la Oferta de Empleo
Público en relación con los intereses propios de un interesado en una oferta de
plazas respecto de un determinado proceso selectivo del Ayuntamiento.

También es cierto que se da la incoherencia que el Sr. Letrado del Ayuntamiento
indicó en relación con la postura de la recurrente sobre su alegación de que se
elimine el empleo interino y la pretensión de que se deje sin efecto la Oferta de
Empleo Público. No obstante, por principio de seguridad jurídica, para evitar
mayores males en caso de que pudiera prosperar en el futuro un eventual recurso
de apelación en este punto, es preferible disponer la publicación íntegra de la Oferta
de Empleo Público.

Estas consideraciones concuerdan con el contenido del art. 45 de la Ley 39/2015
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas («LPAC») (BOE 2 octubre); entrada en vigor el 2 de octubre de 2016, sobre
"publicación".

En cualquier caso, debe hacerse notar que esta cuestión no determina, por sí
sola, la invalidez de los actos administrativos que hayan podido dictarse en
ejecución o cumplimiento de la Oferta de Empleo Público, ya que se trata de un
elemento propio de seguridad jurídica, que no determina, de forma automática, la
invalidez de tales actos administrativos.

Tercero.-

TERCERO.-

La alegación de incumplimiento del artículo 19.Uno.6 de la LPGE 2017, en cuanto
al proceso de estabilización de empleo de las plazas de Diplomado en Trabajo
Social/Asistente Social.- La parte recurrente mantiene que la Oferta de Empleo
Público del Ayuntamiento de Zaragoza incumple el contenido de la Ley de
Presupuestos Generales del Estado para el año 2017 en tanto que el Ayuntamiento
no ha cumplido la totalidad de las obligaciones que impone el artículo 19.Uno.6
LPGE 2017 para la estabilización de empleo temporal, dado que únicamente la ha
fundamentado en el párrafo 1 de dicho precepto, olvidando el resto de cuestiones
establecidas en los párrafos 2 a 6 del mismo. La configuración de los procesos de
estabilización de empleo temporal que recoge el artículo 19.Uno.6 LPGE 2017 se
encuentra en el Acuerdo para la Mejora del Empleo Público para reducir la
temporalidad en el empleo público. También indica que partimos de un porcentaje
de temporalidad del 92,31%. Ese 92,31% de temporalidad es el que la ley obliga a
reducirlo a menos de un 8% en tres años, lo que, en términos absolutos, obliga al
Ayuntamiento a ofertar, convocar, y ejecutar al menos 52 plazas de trabajador social
entre 2017 y 2019. En este primer año, y aprovechando la estabilización y la
consolidación ha ofertado 7 [sic] en total, entre ellas la de Dª Custodia.

Sin embargo, la realidad es que el Ayuntamiento de Zaragoza dispone de tres
anualidades para el cumplimiento de los requisitos indicados, y no es cierta la
afirmación de la demanda de que exista una temporalidad del 92,31 %, tal y como
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se desprende del informe de la Oficina de Recursos Humanos del Ayuntamiento de
Zaragoza de 21/5/2018, aportado en el acto de juicio por el Sr. Letrado de la
Administración. Consta la existencia en realidad de 23 plazas ocupadas por
funcionarios interinos en plaza vacante, art. 10.1.a) EBEP (RCL 2015, 1695, 1838) .
En dicho informe se analizan las condiciones de las plazas en relación con los
requisitos del art. 19.1.6 de la Ley 3/2017, de Presupuestos Generales del Estado
para el año 2017 y en este sentido, se aclara lo siguiente:

"5.- El resto de plazas, (14 plazas), no cumplen las previsiones legalmente
establecidas en el artículo 19. Uno.6 de la Ley 3/2017, de 27 de junio (RCL 2017,
839, 1317 y RCL 2018, 574) , de Presupuestos Generales del Estado (turno de
Estabilización de Empleo Temporal) por cuanto no han estado provista
interinamente al menos desde el 31/12/13 hasta el 31/12/16.

Así mismo tampoco cumplen con los requisitos legales para su inclusión en el
tumo de Consolidación de Empleo Temporal dispuestos en la Disposición
Transitoria 4 del Texto Refundido del Estatuto Básico del Empleo Público .

Por todo ello, las plazas identificadas con la siguiente numeración no han sido
incluida en la Oferta de Empleo Público del Ayuntamiento de Zaragoza del año
2017..."

Es decir, las consideraciones de la parte recurrente no se pueden compartir, ya
que parten de datos que no se ajustan a la realidad de los hechos. No se incumplen
los requisitos que se exigen en la Ley 3/2017, de Presupuestos Generales del
Estado para el año 2017.

La parte recurrente también considera que la situación que se produce en relación
con la recurrente supone un incumplimiento de los requisitos de la Ley, ya que
poniendo su ejemplo señala que "si un policía local en excedencia, actualmente
incluido en el Sugbrupo C1, cuya retribuciones rondan los 2000 euros netos
mensuales, que ha estado prestando servicios de Trabajador Social en el subgrupo
A2, con el nivel mínimo del subgrupo, cuyas retribuciones también rondan los 2.000
euros mensuales, decide no presentarse al proceso de estabilización y pedir el
reingreso en una de las casi 300 vacantes que existen en la policía local, al final del
proceso habría un trabajador social y un policía local, con lo que aumentarían los
efectivos y consecuentemente el gasto (dos salarios, dos cotizaciones...). La misma
situación se daría si se presenta y no aprueba, y se aprueba a un tercero y pide el
reingreso en la policía. En el caso de que aprobase y pidiese la excedencia para
volver a la policía, también se generaría la necesidad de volver a cubrir dicha plaza
de trabajador social."

Pero esta forma de razonar no se puede compartir, ya que la causa de que se
produzca el eventual incremento del gasto público no estriba en que se incluya en la
Oferta de Empleo Público la plaza que la recurrente ocupa de forma interina, sino
que la causa estribará, en su caso, en la voluntad de la recurrente de volver a
trabajar como Policía Local. Debe hacerse notar que no existe relación de
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causa-efecto directa entre la convocatoria de la plaza en la Oferta de Empleo
Público y el -eventual- incremento del gasto público. Entre ambos fenómenos se
insertan numerosas actuaciones que excluyen la posibilidad de imputar dicho gasto
a la decisión que se impugna en este proceso.

Se debe añadir, además, que la recurrente se encuentra en situación de
excedencia voluntaria por interés particular, lo que excluye la reserva de plaza en la
Policía Local, lo que supone otro elemento que justifica la desestimación de su
alegación en este punto.

En última instancia, cabe hacer notar que no se sabe realmente si se producirá
incremento del gasto, ya que incluso si la recurrente solicita el reingreso como
Policía Local, ello supondrá un nuevo efectivo real en el cuerpo y cabe la posibilidad
de que se adopten decisiones de pase a segunda actividad, jubilaciones, etc., que
incluso podrían suponer una reducción del gasto, si se jubila alguien que cobra
muchos trienios. También hay que tener en cuenta que dada que en la actualidad es
interina, sí se debe cotizar por el concepto de desempleo [cosa que no sucede con
los funcionarios de carrera], y en caso de que finalice sus servicios, nada impide que
cobre el desempleo, con lo que no quedará a cargo del Ayuntamiento. Puestos a
especular, incluso podría suponer un ahorro para el Ayuntamiento de Zaragoza que
la recurrente suspendiera el proceso selectivo que se debe convocar, si aprueba
alguien que no tiene ningún trienio en absoluto.

Es decir, este tipo de consideraciones y especulaciones no pueden determinar la
invalidez del acto administrativo impugnado. La norma se refiere a las
consecuencias económicas directas derivadas de tales actuaciones, no ya a
consecuencias más o menos lejanas de las mismas.

Cuarto.-

CUARTO.-

La alegación de incumplimiento del artículo 19.Dos de la LPGE 2017 relativo a la
prohibición de contrataciones temporales en relación con la imposibilidad de
reducción de la tasa de temporalidad mediante la ejecución de procesos de
estabilización del artículo 19.Uno.6 LPGE 2017.- La parte actora mantiene una serie
de consideraciones sobre la exclusión de la contratación de personal interino por las
Administraciones Públicas y en especial por el Ayuntamiento de Zaragoza, con base
en la normativa vigente.

De nuevo se aprecia la contradicción que se viene indicando respecto de la
situación jurídica de la recurrente y sus postulados sobre la normativa vigente, ya
que ella misma se beneficia de una plaza de Asistente Social interina, y en el fondo,
lo que pretende es prolongar su ocupación de dicha plaza, mediante la exclusión de
los actos del Ayuntamiento para su cobertura por funcionario de carrera.

En esta línea, la parte recurrente aportó en el acto de juicio determinada
documentación sobre la cuestión del personal interino y la contratación por el
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Ayuntamiento de Zaragoza, considerando que es excesiva la contratación de
interinos.

Pero este tipo de información no es elemento suficiente para considerar que la
Oferta de Empleo Público es inválida. Por una parte, hay que tener en cuenta que la
contratación de funcionarios interinos puede obedecer a causas muy diversas
(traslados, excedencias, bajas laborales, etc.) y no hay motivo para considerar que
tales contrataciones sean ilegales. Por otra parte, la validez de la Oferta de Empleo
Público es independiente de que el Ayuntamiento contrate a muchos o a pocos
interinos.

En fin, por lo que se refiere a la planificación de efectivos en este punto, se debe
reiterar que los cálculos efectuados por la parte recurrente, como he indicado en el
Fundamento de Derecho anterior, no son correctos, y hay que tener en cuenta que
el plazo de tres años de la Ley 3/2017, de Presupuestos Generales del Estado para
el año 2017 para el cumplimiento de los requisitos indicados puede incluso llegar a
ampliarse si se cumplen algunas previsiones que se plasman en determinados
acuerdos con los Sindicatos [Resolución de 22 de marzo de 2018, de la Secretaría
de Estado de Función Pública, por la que se publica el II Acuerdo
Gobierno-Sindicatos para la mejora del empleo público y las condiciones de trabajo,
en cuyo apartado sobre "estabilización de empleo público" alude a los requisitos que
se vengo analizando y al período de tiempo 2018 a 2020, lo que supone una
ampliación del período de tiempo a tener en cuenta].

Por último, en este punto debe señalarse que las consideraciones de la parte
recurrente sobre los efectos de la disciplina presupuestaria o sobre el principio de
seguridad jurídica, son excesivamente genéricos para conseguir la invalidez de la
actuación administrativa impugnada.

Quinto.-

QUINTO.-

El contenido del fallo.- De esta forma, la actuación administrativa, al no haber
dispuesto la publicación de forma íntegra la Oferta de Empleo Público, ha vulnerado
el art. 70.2 del EBEP (RCL 2015, 1695, 1838) , y por ello, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 48.1 Ley 39/2015 (RCL 2015, 1477) , debe ser anulada.

En consecuencia, procede la estimación parcial del recurso, y disponer la
procedencia de que se publique en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza los
Anexos VI.1 y VI.2 de la Oferta de Empleo Público.

Sexto.-

SEXTO.-

Costas y recurso.- Resulta de aplicación en materia de costas la redacción del art.
139 LJCA (RCL 1998, 1741) vigente en virtud de la Ley 37/2011 (RCL 2011, 1846) ,
que fija el criterio del vencimiento, aunque con importantes modulaciones.
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Hay que tener en cuenta que el pronunciamiento sobre costas es preceptivo en
toda sentencia ( art. 68.2 LJCA). Y que al efectuar dicho pronunciamiento los Jueces
y Tribunales debemos aplicar estas reglas.

De esta forma, la estimación parcial del recurso contencioso-administrativo, sin
que concurra temeridad o mala fe, determina que no proceda la expresa condena en
las costas causadas.

Ello debe ser así a diferencia de lo que sucede en el recurso de apelación, en el
que la regla general es que las costas corren a cargo del apelante en caso de
desestimación del recurso.

De conformidad con lo dispuesto en la LJCA cabe recurso de apelación ante Sala
de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón.

FALLO
Primero.-

PRIMERO.-

ESTIMO PARCIALMENTE el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
Dña. Custodia frente al Acuerdo del Gobierno de Zaragoza (Junta de Gobierno
Local del Ayuntamiento de Zaragoza) de fecha 10 de noviembre de 2017 publicado
en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza número 272, de 27 de noviembre
de 2017, por el que se aprobó la Oferta de Empleo Público del año 2017; en la parte
referida a Asistentes Sociales (6 plazas).

Segundo.-

SEGUNDO.-

Dicha actividad administrativa queda anulada en lo que se refiere a la procedencia
de que se publique la Oferta de Empleo Público de forma íntegra.

Tercero.-

TERCERO.-

. DISPONGO que procede la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de
Zaragoza de los Anexos VI.1 y VI.2 de la referida Oferta de Empleo Público.

Sin que ello determine, la invalidez de los actos administrativos que hayan podido
dictarse en ejecución o cumplimiento de la Oferta de Empleo Público.

Desestimo el resto de las pretensiones deducidas en la demanda rectora de este
proceso.

Cuarto.-

CUARTO.-

No procede imponer las costas procesales a ninguna de las partes.
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E sta sentencia no es firme. Cabe RECURSO DE APELACIÓN en el plazo de
QUINCE DÍAS siguientes a su notificación, que se formulará mediante escrito ante
este Juzgado, y cuya competencia corresponderá al Tribunal Superior de Justicia de
Aragón (Sala de lo Contencioso-administrativo). Con el escrito de interposición
deberá aportarse el justificante del ingreso en la Cuenta de Depósitos y
Consignaciones de este Juzgado del depósito de 50 € para recurrir ( LO 1/2009, de
3 de noviembre (RCL 2009, 2089) ). Quedan exceptuados el Ministerio Fiscal, las
Administraciones Públicas, y los beneficiarios de la asistencia jurídica gratuita.

Así por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

DILIGENCIA DE PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la presente Sentencia
por el Ilmo. Sr. Magistrado Juez de lo Contencioso-administrativo en el día de la
fecha, de lo que yo, la Letrada de la Administración de Justicia, doy fe.
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